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	Erref/Ref: Recurso Especial de GRUPO 5 ACCIÓN Y GESTION SOCIAL, SAU contra el desistimiento de la licitación del contrato de “servicio de acogimiento residencial en los hogares dirigidos a menores de edad en situación de riesgo grave de desprotección o desamparo” con la referencia (expte 10/24).
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RESOLUCIÓN Nº 11/2025
En Vitoria-Gasteiz, a 9 de mayo de 2025.
El Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales de la Diputación Foral de Álava ha dictado la siguiente RESOLUCIÓN en el Recurso Especial en materia de contratación interpuesto por don XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX en nombre de GRUPO 5 ACCIÓN Y GESTION SOCIAL, SAU contra el desistimiento de la licitación del contrato de “servicio de acogimiento residencial en los hogares dirigidos a menores de edad en situación de riesgo grave de desprotección o desamparo” con la referencia (expte 10/24).

Son partes en dicho recurso: como recurrente, GRUPO 5 ACCIÓN Y GESTION SOCIAL, SAU; y como parte demandada EL INSTITUTO FORAL DE BIENESTAR SOCIAL, siendo el órgano de contratación el Consejo de Administración del IFBS (en adelante OC) y el tramitador del expediente el Área de Contratación y Régimen Jurídico del IFBS (expte 10/24).
ANTECEDENTES DE HECHO

1º - Mediante Acuerdo de OC, de 1 de agosto de 2024, fue aprobado el expediente de contratación del servicio de acogimiento residencial en los hogares dirigidos a menores de edad en situación de riesgo grave de desprotección o desamparo.

2º. – El anuncio de licitación se publicó en la Plataforma de Contratación Pública de Euskadi el 16 de agosto de 2024, habiendo sido enviado al DOUE el 14 de agosto de 2024. Se estableció un plazo de presentación de ofertas de treinta y un días, contado desde la fecha de envío del anuncio de licitación a la Oficina de Publicaciones de la Unión Europea, siendo la fecha límite de presentación el 13 de septiembre de 2024.
3º. – El expediente está dividido en los siguientes lotes:

Lote 1 – Hogar Txalaparta.

Lote 2 – Hogar Pablo Uranga.

Lote 3 – Hogar Fuente de la Salud.

Lote 4 – Oferta integradora de los tres lotes anteriores.
4º.- A la licitación se presentaron las siguientes ofertas:

• Grupo 5 Acción y Gestión Social, S.A.U. Lote 1 (Hogar Txalaparta), Lote 2 (Hogar Pablo Uranga), Lote 3 (Hogar Fuente de la Salud) y Lote 4 (Integración tres hogares).
• Irsearaba S, Coop. De Iniciática Social Lote 4 (Integración tres hogares).
La apertura de los sobres que contenían la documentación administrativa y los que comprenden la información para cuantificar los criterios de adjudicación no evaluables mediante fórmulas se realizó el día 17 de septiembre de 2024.
Una vez evaluados los criterios sujetos a un juicio de valor, se procedió a la apertura de los sobres electrónicos que recogen el precio y la información de otros criterios evaluables mediante fórmula el 19 de noviembre de 2024.
5º.- Con fecha 13 de enero de 2025 el Area de Contratación y Régimen Jurídico emite informe sobre el desistimiento del procedimiento fundado en una infracción no subsanable de las normas reguladores del procedimiento de adjudicación, basada en el informe 11/2013, de 22 de mayo de 2013, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. En concreto, el informe sostiene que, al no contener los pliegos de cláusulas administrativas particulares del contrato la obligación para los licitadores de plicar a todos los lotes individuales si se desea realizar una oferta integradora, tal omisión representa infracción no subsanable de las normas reguladoras del procedimiento de adjudicación.
Mediante Acuerdo de OC, de 27 de enero de 2025, se acuerda desistir del procedimiento para la contratación del servicio de acogimiento residencial en los hogares dirigidos a menores de edad en situación de riesgo grave de desprotección o desamparo, publicado en el perfil del contratante el 31 de enero de 2025.
6.- Con fecha 19 de febrero de 2025, GRUPO 5 ACCIÓN Y GESTION SOCIAL, SAU ha interpuesto recurso especial en materia de contratación contra Acuerdo del OC de desistimiento del expediente 10/24 "Servicio de acogimiento residencial en los hogares dirigidos a menores de edad en situación de riesgo grave de desprotección o desamparo” solicitando, así mismo, la suspensión del acto impugnado.

7º.- En cumplimiento de lo previsto en el artículo 56.2 de la LCSP, se solicitó al órgano tramitador el expediente administrativo y su informe sobre el RE, en el que no posiciona sobre la solicitud de suspensión del procedimiento de contratación y se opone al recurso especial.

8º.- En aplicación del artículo 56.3 de la LCSP, mediante correo electrónico de 11 de marzo se dio traslado del recurso a la otra empresa licitadora, IRSEARABA S, COOP. DE INICIÁTIVA SOCIAL, concediéndole un plazo de 5 días hábiles para formular cuantas alegaciones estimara convenientes.

Transcurrido el plazo conferido, no se han presentado alegaciones.

9º.- Asimismo, este Órgano denegó por Resolución 5/2025, de 7 de marzo, la medida provisional de suspensión del acto de desistimiento solicitada por el recurrente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO. - Tratándose de un contrato de servicios cuyo valor estimado (precio del contrato más posibles prórrogas previstas) asciende a 5.206.287,00 euros (IVA excluido), se cumplen los requisitos exigidos en el artículo 44 de la LCSP para poder considerar el acto impugnado susceptible de recurso especial en materia de contratación. En concreto, son susceptibles de recurso especial los actos y decisiones relacionados en el apartado 2 del citado artículo— como los actos de trámite adoptados en el procedimiento de adjudicación, siempre que estos decidan directa o indirectamente sobre la adjudicación, determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos— cuando se refieran, entre otros tipos contractuales, a los contratos de servicios cuyo valor estimado sea superior a cien mil euros (art. 44.2. a).

Como ya se apreció en la resolución 5/2025, cabe recordar que, aunque el artículo 44 LCSP no menciona expresamente los acuerdos de desistimiento entre los actos recurribles, el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales (TACRC) en su resolución 547/2024, de 26 de abril, ha recordado su doctrina al respecto de considerarlos actos de trámite cualificados:

“El desistimiento es un acto de trámite cualificado, y así lo ha entendido el Tribunal en anteriores ocasiones como, por ejemplo, en la Resolución 254/2019, de 15 de marzo de 2019, recurso nº 86/2019, en la que señaló que, aunque “la impugnación de los acuerdos de renuncia al contrato o el desistimiento del procedimiento de contratación no están previstas expresamente entre los actos recurribles contemplados entre las competencias de este Tribunal prevista en el artículo 40 del TRLCSP”, procede considerar “la renuncia o el desistimiento como actos administrativos que impiden la continuación del procedimiento de contratación, tal y como hicimos en las Resoluciones 318/2014, de 25 de abril; 263/2012, de 21 de noviembre; 2/2012, de 5 de enero,...” ) .

SEGUNDO. – La competencia para resolver el presente recurso especial corresponde a este Órgano conforme a lo establecido en el art. 46.5 LCSP, y en el Decreto Foral del Consejo de Diputados 44/2010, de 28 de septiembre, cuyo apartado 2.1, relativo a las competencias, establece que “Corresponde al Órgano Administrativo Foral de Recursos Contractuales el conocimiento y resolución de los recursos relativos a los contratos del sector público en los que sea parte la Diputación Foral de Álava o alguno de los órganos dependientes o vinculados a la misma y, en particular, los Organismos Autónomos Forales, las Sociedades Públicas Forales y todos aquellos poderes adjudicadores que estén bajo su control.” 

TERCERO. - El recurso se ha interpuesto dentro del plazo establecido en el artículo 50 de la LCSP, que establece que “Cuando se interponga contra actos de trámite adoptados en el procedimiento de adjudicación (...), el cómputo se iniciará a partir del día siguiente a aquel en que se haya tenido conocimiento de la posible infracción”.
CUARTO. - En lo que respecta a la legitimación concurre en el recurrente el interés recogido en el artículo 48 de la LCSP, según el cual “podrá interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier persona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados, de manera directa o indirecta, por las decisiones objeto del recurso”.

QUINTO. – La recurrente, que ha participado en el procedimiento de contratación como licitadora, alega que:

(i) En el informe que soporta y motiva la resolución del desistimiento no se cita el precepto contravenido de la LCSP. 
(ii) No existe precepto normativo que establezca que en las licitaciones con objeto dividido en lotes y en los que quepa la presentación de oferta integradora, el licitador que presenta ésta, deba necesariamente presentar también oferta individual a cada uno de los lotes a los que se refiere la oferta integradora.

(iii) La fundamentación del desistimiento (un informe de la Junta Consultiva de Contratación de Aragón del año 2013) adolece de anacronismo, ya que es anterior a la actual LCSP.  
(iv) Si el procedimiento hubiera continuado, la recurrente. hubiera sido la adjudicataria.
(v) No se otorgó audiencia previa a la recurrente con carácter previo a adoptar por el OC la resolución de desistimiento que ahora nos ocupa; omisión contraria al derecho de derecho de defensa del artículo 82 de la Ley 39/2015.
SEXTO. – En el informe elaborado al efecto, el órgano tramitador manifiesta que: i) la entidad propuesta como adjudicataria Irsearaba, S. Coop. de Iniciativa Social, no cumple con lo expresado en el informe 11/2023 de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón (ha presentado oferta al lote 4-integradora- pero no a los lotes 1, 2 y 3); ii) los pliegos del expediente no recogen de una manera explícita la necesidad de presentar oferta individual a todos y cada uno de los lotes 1, 2 y 3 en caso de presentar oferta integradora (lote 4) y iii) la información resulta suficientemente importante y necesaria a la hora de preparar la licitación como para considerarla como infracción no subsanable. 
SÉPTIMO. –. Expuestas las posturas de las partes, la cuestión se centra en dilucidar si en esta licitación los pliegos recurridos son conformes o no a las previsiones del art. 99.5 de la LCSP, relativo a presentación de la oferta integradora y, de contravenirlos, tal incumplimiento es suficiente para acordar el desistimiento del contrato, según el art. 152.4 LCSP. 

Como bien indica la licitadora, el desistimiento no es una prerrogativa de la administración, ya que no se encuentra recogida entre las mencionadas en el artículo 190 LCSP: interpretar los contratos administrativos, resolver las dudas que ofrezca su cumplimiento, modificarlos por razones de interés público, declarar la responsabilidad imputable al contratista a raíz de la ejecución del contrato, suspender la ejecución del mismo, acordar su resolución y determinar los efectos de esta.

De esta manera, el desistimiento es una potestad reglada, y debe estar basada en razones objetivas. Se configura como un mecanismo que la Ley ofrece a la administración para evitar la celebración de aquellos contratos en cuya preparación o procedimiento para la adjudicación se haya incurrido en defecto no subsanable, evitándose así que llegue a generar derechos y obligaciones para las partes.

En este sentido se ha manifestado el Tribunal Supremo en su sentencia STS 825/2020, en la que pone de manifiesto que se precisan varios presupuestos para proceder al desistimiento de un contrato sujeto a la LCSP:

(i)
un presupuesto temporal, que se acuerde antes de la adjudicación del contrato, y por tanto también antes de su perfección por medio de la formalización; 

(ii)
un presupuesto material, pues debe estar fundado en una infracción no subsanable de las normas de preparación del contrato; y, 

(iii)
un presupuesto formal, que uno y otro se justifiquen debidamente en el expediente que corresponda.

OCTAVO. - Para centrar la naturaleza de la oferta integradora, debemos irnos al considerando 79 de la Directiva 2014/24/UE, que explica el contenido de esta regulación de la siguiente forma: “Sin embargo, el objetivo de facilitar un mayor acceso a la contratación pública a las PYME podría verse mermado si se obligara a los poderes adjudicadores a adjudicar el contrato lote por lote, aunque ello supusiera tener que aceptar soluciones bastante menos ventajosas respecto de una adjudicación que reúna varios o todos los lotes. Por ello, cuando la posibilidad de  aplicar este tipo de método se haya indicado claramente antes, los poderes adjudicadores deberían poder llevar a cabo una evaluación comparativa de las ofertas para determinar si las ofertas presentadas por un licitador concreto para una combinación particular de lotes cumplirían mejor, en conjunto, los criterios de adjudicación establecidos de conformidad con la presente Directiva con respecto a dichos lotes, que las ofertas para los lotes separados de que se trate consideradas aisladamente. En caso afirmativo, el poder adjudicador debería poder adjudicar un contrato que combine los lotes de que se trate al licitador afectado. Es preciso aclarar que los poderes adjudicadores deberían realizar dicha evaluación comparativa primero determinando qué ofertas cumplen mejor los criterios de adjudicación establecidos con respecto a cada lote separado y después comparar el resultado con las ofertas presentadas por un licitador concreto para una combinación específica de lotes considerados en su conjunto.”
La negrita es nuestra, para destacar que lo fundamental es la necesidad de efectuar una evaluación comparativa de las ofertas individuales y de las posibles ofertas integradoras. Con estas ofertas integradoras se pretende aprovechar economías de escala y evitar la adjudicación lote a lote cuando sean soluciones menos ventajosas respecto de una adjudicación que reúna varios lotes o todos. Así, el artículo 99.5) LCSP, en su apartado c) establece como requisito para la adjudicación a una oferta integradora:
c) Que previamente se lleve a cabo una evaluación comparativa para determinar si las ofertas presentadas por un licitador concreto para una combinación particular de lotes cumplirían mejor, en conjunto, los criterios de adjudicación establecidos en el pliego con respecto a dichos lotes, que las ofertas presentadas para los lotes separados de que se trate, considerados aisladamente.
Por tanto, cabe preguntarse si se cumple con este requisito en el caso de que los licitadores concurrieran presentando únicamente una oferta integradora, cuando los pliegos omiten cualquier indicación al respecto. El acuerdo de desistimiento recurrido se basa en el Informe 11/2013 de la Junta Consultiva de Aragón, cuya argumentación ha sido recogida también por el Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, en su resolución 64/2021, que se hace eco de lo recogido textualmente en el informe: “Necesariamente, la posibilidad de presentar «oferta integradora» exige que el licitador presente oferta individualizada a cada uno de los lotes que componen aquélla (…)”. También el Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid menciona el Informe 11/2013 de la Junta Consultiva de Aragón en su resolución 99/2017. No obstante, se debe analizar con detenimiento el contenido de estas resoluciones. El Acuerdo 99/2017 del TACP de la Comunidad de Madrid se refiere a la oferta integradora como “variante” (folio 4), que reproduce más tarde en su fundamento de derecho quinto, pues el PCAP de aquella licitación previa la posibilidad de presentar, como variantes, ofertas conjuntas por varios lotes, en virtud del art. 147 TRLCSP. Este artículo, perteneciente a una normativa derogada, disponía en su apartado 1º:
Cuando en la adjudicación hayan de tenerse en cuenta criterios distintos del precio, el órgano de contratación podrá tomar en consideración las variantes o mejoras que ofrezcan los licitadores, siempre que el pliego de cláusulas administrativas particulares haya previsto expresamente tal posibilidad.
La resolución 64/2021 del TACRC, de 22 de enero de 2021, estudia una licitación al que era aplicable la Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales. Siguiendo el criterio precedente, considera que la oferta integradora es una mejora de las ofertas individuales de los lotes (folio 22).
Visto lo anterior, es del Informe 11/2013 de la Junta Consultiva de Aragón de donde provienen las referencias utilizadas por los tribunales administrativos mencionados ut supra. Este informe de 2013 aborda en la consideración jurídica III el concepto de “oferta integradora”. Comienza diciendo que el concepto no aparecía definido en la normativa contractual vigente al tiempo de redactar el informe. En su consideración jurídica IV estudia su naturaleza jurídica y lo acaba comparando con el de las variantes y mejoras señaladas en el art. 147 TRLCSP. Afirma que el concepto de oferta integradora no encaja exactamente con el concepto de variante o mejora, pero que debe tener una consideración jurídica similar. En este orden de cosas, una mejora o variante es por definición una alternativa o mejora de una oferta “de base”, que para la Junta Consultiva que emite el informe sería la oferta a los lotes individuales, y que por ello considera necesaria para poder admitir después una oferta integradora como variante o mejora.
Actualmente, el artículo 99.5) LCSP, establece varias condiciones para la adjudicación a una oferta integradora respecto a las ofertas individualmente consideradas. Lo primero que llama la atención es que son requisitos para la adjudicación a una oferta integradora, no para su admisión. En segundo lugar, y por lo que respecta a la redacción del requisito descrito en la letra c, no se dice que el licitador que haya presentado una oferta integradora deba realizar ofertas individuales de forma simultánea, sino que la adjudicación sólo podrá hacerse a la oferta integradora si resulta ser mejor valorada si se compara con las ofertas presentadas para los lotes separados de que se trate. Es decir, la oferta integradora de un licitador sólo será adjudicataria si resulta ser mejor que las ofertas individuales de cualquier otra empresa que haya concurrido a la licitación, pero no implica que con la presentación de la oferta integradora se tengan que presentar ofertas individuales salvo que ello se disponga en los pliegos. Los principios de igualdad, concurrencia y transparencia en la contratación pública no solo protegen los intereses de los licitadores, también promueve que la entidad contratante obtenga la mejor relación calidad-precio, por ello se han de comparar las ofertas integradoras con las ofertas individualmente consideradas del resto de licitadoras, y adjudicar a la mejor oferta, de conformidad con el art. 150 LCSP. En el expediente administrativo consta el informe de valoración de las ofertas, de 12 de diciembre de 2024. En este informe consta cómo se aplican las previsiones del Cuadro de Características, observación 5, para decidir entre adjudicación por lotes separados y lote integrado, de tal forma que se adjudique a la oferta que tenga la puntuación más alta entre la mejor propuesta del lote y la suma ponderada de las mejores propuestas por lotes separados. La recurrente presentó oferta a todos los lotes, mientras que la otra licitadora sólo presentó oferta para el lote 4, oferta integradora. Esto no impide que se produzca el análisis comparativo de ofertas, de tal forma que sólo se pueda adjudicar a una oferta integradora si resulta mejor valorada, aplicando los criterios de adjudicación del pliego, que las ofertas recibidas de forma individual para los lotes 1, 2 y 3. De esta forma se da por cumplido en este procedimiento el requisito de la letra c del art. 99. 5 LCSP.
A mayor abundamiento, el Cuadro de Características de la licitación configura la oferta integradora como un lote diferente e independiente de los lotes individuales, el LOTE 4 es la oferta agregada o integradora, que se configura en pliegos como un lote diferente a los lotes 1, 2 y 3. Sin limitaciones recogidas en los pliegos, los licitadores podían concurrir a uno, alguno o todos los lotes. El cuadro de características señala específicamente que las variantes no están permitidas, mientras que la LCSP en el art. 142 LCSP, dedicado a la admisibilidad de variantes, tampoco relaciona el concepto variante con el concepto de oferta integradora que ahora sí está previsto en la normativa, en el art. 99.5 LCSP. En consecuencia, la oferta integradora en los pliegos analizados no se puede asimilar a una variante, sino que sería una oferta independiente al resto de lotes contemplados en los pliegos. En resumen, de la normativa de contratación actual no se puede deducir que sea necesario presentar oferta a los lotes individuales para poder presentar una oferta integradora, y tampoco los pliegos que rigen la contratación configuran la oferta integradora o LOTE 4 como variante de las ofertas individuales, antes al contrario, es una oferta al mismo nivel que los lotes separados, en este caso optando al lote 4.
NOVENO. – En fin, por lo expuesto debemos concluir que los pliegos no incurren en una infracción no subsanable de las normas reguladoras del procedimiento de adjudicación, tal cual exige el art. 152 apartado 4º LCSP para que el poder adjudicador pueda desistir del contrato antes de su adjudicación.
Acogido el motivo de oposición segundo del recurso especial por falta de causa que motive el desistimiento del órgano de contratación, procede resolver el recurso sin analizar el resto de las causas de oposición recogidas en el recurso especial.
Vistos los preceptos legales de aplicación, este Órgano Foral de Recursos Contractuales emite la siguiente
RESOLUCIÓN

PRIMERO. - Estimar el recurso especial de GRUPO 5 ACCIÓN Y GESTION SOCIAL, SAU contra el desistimiento de la licitación del contrato de “servicio de acogimiento residencial en los hogares dirigidos a menores de edad en situación de riesgo grave de desprotección o desamparo” con la referencia (expte 10/24) y, en consecuencia, anular la resolución recurrida y ordenar que se retrotraiga el procedimiento de licitación al momento en el que se hallaba el expediente al tiempo de dictarse la resolución anulada, a fin de que continúe su tramitación.
SEGUNDO. - Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la interposición de los recursos, por lo que no procede la imposición de sanción prevista en el artículo 58.2 de la LCSP. 

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al de la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1.f) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
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